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Peace Brigades International (PBI) se dedica en esta edición especial a ilustrar
una forma de represión a defensoras y defensores de derechos humanos que
hasta ahora no ha recibido mucha atención: los montajes judiciales basados en

acusaciones infundadas. PBI quiere llamar la atención de la comunidad internacional
sobre las consecuencias de esta práctica e incentivarla a desarrollar formas adecuadas
de actuación con el fin de proteger y mantener el espacio de trabajo de las y los
defensores.

A través de nuestro trabajo en el terreno, acompañando a los defensores, PBI ha
podido observar los efectos destructivos que tienen los montajes judiciales y ha
analizado los contextos en los cuales ocurren, presentando en esta publicación varios
de estos casos. Además, por su presencia permanente en diferentes países y regiones
del mundo, PBI ha podido reconocer casos similares en países como Guatemala y
México, lo que comprueba que los montajes judiciales no representan una práctica
aislada y característica de Colombia.

Montajes judiciales se dirigen contra una gran gama de sectores sociales, desde
campesinos, incluso comunidades enteras, el movimiento juvenil, profesores, religio-
sos, abogados y músicos, todos ellos defensores de derechos humanos, ya que cada
uno de ellos de cierta forma promueve el reconocimiento de los derechos y libertades
fundamentales.

Una de las problemáticas centrales de los montajes judiciales consiste en la falta
de garantías en el debido proceso, así como la utilización de falsos testimonios. El
mero hecho de utilizar el aparato judicial para iniciar investigaciones con acusaciones
poco fidedignas tiene implicaciones muy dañinas sobre el trabajo, la credibilidad, la
integración social, la libertad de movimiento y los recursos económicos del defensor.
Por lo tanto, las condiciones mínimas para la protección del espacio de trabajo de los
defensores son el respeto al debido proceso y la abstención de iniciar casos sin
fundamento, motivados por intereses políticos.

El análisis psicosocial revela la amplitud de los efectos en el individuo, su familia,
y su ámbito profesional y social. En los casos de montajes, la protección requiere
mucho más que una defensa legal. Esa protección requiere medidas que refuercen la
legitimidad, la credibilidad, la autoestima de la persona y la apreciación de su trabajo.

Al final de esta publicación PBI hace una serie de recomendaciones a la comuni-
dad internacional con el objetivo de poner fin a esta práctica. Agradecemos, de ante-
mano, a las personas e instituciones preocupadas por el tema de defensores de dere-
chos humanos y su compromiso con la protección de la labor de los defensores.

Gracias por su apoyo y confianza en el trabajo de PBI.
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Defensores de Derechos Humanos

La defensa de los derechos humanos
representa la reivindicación de los
valores fundamentales para todos

los seres humanos. La condición reivin-
dicatoria de la defensa está relacionada
con el origen histórico de los derechos
humanos como resultado de las luchas
sociales que han aspirado a la aplicación
de la libertad, igualdad y justicia.

Lo que define la condición de defen-
sora y defensor de los derechos humanos
es la actividad. Esta afirmación encuentra
su respaldo en la declaración de las Nacio-
nes Unidas sobre los defensores de dere-
chos, según la cual toda persona tiene
derecho, individual o colectivamente, a
promover y procurar la protección y reali-
zación de los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales1. Por consiguien-
te, todas las personas que se esfuercen
para promover los derechos humanos y
libertades fundamentales son defensoras
y defensores de derechos humanos.

No existe una lista exhaustiva de ac-
tividades que se considere como accio-
nes de defensa de derechos humanos. Su
realización es una lucha constante para la
transformación continua de las institucio-
nes políticas, sociales, económicas y cul-
turales. Partiendo del principio de que to-
dos los derechos humanos y libertades
fundamentales son iguales, indivisibles e
interdependientes, los defensores actúan
para promover y proteger derechos civi-
les, políticos, económicos y culturales tan
diversos como el derecho a la vida, la li-
bertad de expresión y la alimentación.

La dimensión política de la cultura de
los derechos humanos implica la partici-
pación de las personas, desde su condi-
ción de sujetos democráticos, en la vida
política de un país. Esta contribución tie-
ne su fundamento en la noción del ser
humano como titular y beneficiario de sus
derechos y, por lo tanto, asumiendo un
papel activo en su realización. Su contri-
bución implica, entre otras actividades, la
vigilancia de la gestión del Estado en
cuanto al cumplimiento con su deber de
hacer efectivos todos los derechos hu-
manos. En este sentido, las actividades
encaminadas a la defensa de los derechos
humanos contribuyen al fortalecimiento
de la democracia, dado que el pleno res-
peto de los derechos humanos y la parti-
cipación ciudadana son elementos esen-
ciales para su legitimidad.

Reconociendo la importancia de la
labor de los defensores de los derechos
humanos para el fomento de la democra-

1 “Declaración sobre el derecho y la responsabilidad de los indivi-
duos, grupos y órganos de la sociedad de promover y proteger los
derechos humanos y las libertades fundamentales adoptada por
la Asamblea General de Naciones Unidas el 9 de diciembre 1998
(Resolución 53/144) Artículo 1”.

2 “Directrices de la Unión Europea sobre los defensores de los de-
rechos humanos”, párrafo 5, 9 de junio 2004.

3 Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de los
derechos humanos en las Americas, oea/ser.l/V.II.124, 7 de marzo
2006.

4 Ibídem. OEA.
5 Defensores de los derechos humanos, informe de secretario ge-

neral a/55/292, 11 de agosto 2000.

cia, la Asamblea General de las Naciones
Unidas en 2005 destacó en su resolución
60/161 el papel que desempeñan «los in-
dividuos, las organizaciones no guberna-
mentales y los grupos en la promoción y
protección de los derechos humanos y
las libertades fundamentales, por ejemplo
en la lucha contra la impunidad, en la
promoción del acceso a la justicia y la
información y en el fomento de la parti-
cipación pública en la adopción de deci-
siones, así como en la promoción y la pre-
servación de la democracia».

En igual forma, la Asamblea General
de la Organización de Estados America-
nos (OEA) subrayó en su resolución 2280
de 2007 «que la protección y promoción
de los derechos humanos es una labor le-
gítima y que, al ejercerla, los defensores
contribuyen decididamente al fortaleci-
miento de las instituciones democráticas».

Reafirmado su respaldo a los defen-
sores, el Consejo de la Unión Europea
adoptó en el 2004 las Directrices de la
Unión Europea sobre los defensores de
los derechos humanos, en las cuales se-
ñala que el papel crítico de los defensores
frente al Estado no debe ser considerado
como negativo, ya que el libre debate cons-
tituye un modo sobradamente comproba-
do de establecer un nivel más alto de pro-
tección de los derechos humanos2.

En un Estado democrático, el trabajo
de las defensoras y los defensores debe
ser protegido y estimulado. Así lo afirma
la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos (CIDH) en su informe sobre la

situación de los defensores de los dere-
chos humanos en las Américas3. La nece-
sidad de protección de los defensores está
vinculada con la legitimidad de su activi-
dad, que beneficia el cumplimiento de la
obligación de los Estados de garantizar
los derechos humanos. Por lo tanto, su
labor no debería ser obstaculizada en nin-
guna forma4.

Los Estados tienen el deber de prote-
ger, promover y hacer efectivos todos los
derechos humanos y libertades fundamen-
tales. También es su deber garantizar la
protección de los defensores y el libre ejer-
cicio de sus actividades. Además, los de-
fensores deberían beneficiarse de una pro-
tección especial dado, que los efectos de
las violaciones contra ellos reducen la ca-
pacidad de defensa de los derechos de toda
la sociedad. La efectiva aplicación de las
medidas que garantizan que los defenso-
res puedan libremente desplegar sus acti-
vidades constituye un indicador del res-
peto por los derechos humanos puesto
que, tal como lo afirma la ONU, los defen-
sores suelen ser las primeras víctimas de
las violaciones de estos derechos5.

¿POR QUÉ PROTEGER A LOS DEFENSORES DE DERECHOS HUMANOS?

Varios documentos de organismos internacionales resaltan la importancia del trabajo de los defensores de
derechos humanos para la construcción de un Estado de Derecho.
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Decir que Colombia es uno de los
países más peligrosos para defen-
sores y defensoras de derechos

humanos no es ninguna novedad. Innume-
rables informes llaman la atención sobre la
cantidad de asesinatos, hostigamientos,
amenazas y señalamientos en contra de este
grupo. Sin embargo, hasta la fecha existe
poca literatura sobre otra forma de obsta-
culizar o paralizar el trabajo en pro de los
derechos humanos: los montajes judiciales
basados en acusaciones infundadas.

Dichos montajes son una triste reali-
dad para defensores y defensoras, no
solamente en Colombia, sino en muchos
países donde el movimiento de derechos
humanos tradicionalmente se ha visto re-
primido en el ejercicio de su legítima la-
bor. Sólo en América Latina, los Gobier-
nos de México, Cuba, Honduras, Vene-
zuela y Guatemala aparecen, todos, en
informes recientes de organizaciones
como Amnistía Internacional y Human
Rights First como responsables de per-
secución judicial en contra de defenso-
res y defensoras de derechos humanos.

Según estos informes, el trabajo de es-
tas personas, que incluye el reiterar a sus
gobiernos la obligación de proteger y pro-
mover los derechos humanos, se ve entor-
pecido por actuaciones estatales que cho-
can con las recomendaciones prescritas por

Colombia

DEFENSORES DE DERECHOS HUMANOS ATRAPADOS EN SU PROPIA DEFENSA

organismos como la Organización de
Estados Americanos, las Naciones
Unidas o la Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos, que su-
brayan la importancia de crear un
clima propicio para la defensa de
los derechos humanos.

En Colombia, al igual que en
los países citados, las organi-

zaciones de derechos humanos y va-
rias comunidades de afrocolombianos, in-
dígenas y campesinos denuncian repetida-
mente casos de montajes judiciales basa-
dos en acusaciones  infundadas, también
conocidas como judicializaciones en el con-
texto de América Latina. Judicializar senso
stricto, es decir investigar y juzgar y es el
derecho y deber de un Estado siempre y
cuando los procedimientos adoptados sean
compatibles con el Estado de Derecho y las
instituciones judiciales tengan motivos bien
fundados para abrir un caso judicial.

Sin embargo, el uso y abuso del apa-
rato legal, caracterizado por irregularida-
des, falsos testimonios, informes de inte-
ligencia manipulados y otros, se enmar-
can en Colombia en un contexto de repe-
tidos señalamientos y hostigamientos
hacia defensores de derechos humanos.
Reinaldo Villalba, abogado de la Corpora-
ción Colectivo de Abogados �José Alvear
Restrepo�, afirma que «la combinación de
esta deslegitimación del trabajo en pro de
los derechos humanos y los numerosos
casos de judicialización muestra que los
montajes judiciales forman parte de una
represión sistemática de cualquier voz di-
sidente, crítica o de denuncia».

A lo largo de la historia de Colombia,
gran número de los protagonistas de los
derechos humanos han sido hostigados,
perseguidos, amenazados o asesinados.
Este clima hostil ha provocado un debi-
litamiento del movimiento de derechos  hu-
manos y un temor generalizado a involu-
crarse en la defensa de dichos derechos.

Por muy eficaz que estas formas de repre-
sión puedan ser, su costo político es muy
elevado, mientras los montajes judiciales
pasen desapercibidos ante la comunidad
internacional. Y, resulten o no condenados
los acusados, la «eficacia» es innegable:
una persona judicializada y la organiza-
ción con la que trabaja tendrán que inver-
tir mucho tiempo, dinero y energía en su
propia defensa, en detrimento de su labor
de promover los derechos humanos.

Tener que comparecer en un juicio
también pone en duda la credibilidad y
legitimidad de la persona afectada, lo que
hipoteca sus posibles apoyos en el futu-
ro. Además, la judicialización, siendo una
forma de señalamiento, pone en peligro la
integridad física de la persona, como lo
indica la Oficina de la Alta Comisionada
de Naciones Unidas para los Derechos
Humanos (OACNUDH) en su informe
anual del año 2002.

Asimismo, el peso de un proceso ju-
dicial representa un desgaste psicológico,
tanto para la persona afectada como para
su entorno social, y el miedo y la descon-
fianza que se genera puede resultar en una
ruptura de las redes sociales que forman la
base para una sociedad civil consciente y
reivindicadora de sus derechos. Por últi-
mo, impidiendo el desempeño de la labor
de defensores de derechos humanos, se
limita la protección que ellos brindan a sus
principales beneficiarios como son las co-
munidades de minorías étnicas, las vícti-
mas, los sindicalistas, los presos políticos,
la población campesina, entre otros.

En el contexto de Colombia y otros paí-
ses de América Latina, los montajes judicia-
les en contra de defensores y defensoras de
derechos humanos llegan a ser otra expre-
sión de la estigmatización de aquellas perso-
nas que no se conforman con el estatus quo
y son un ejemplo más de cómo las normas
internacionales, en particular la presunción
de inocencia, son repetidamente violadas.

Son varios los casos de montajes judi-
ciales basados en pruebas infundadas
que ocurren en Colombia. PBI quiere
recordar apenas algunos que afectaron
personas de diversos sectores de la
sociedad. Ninguna de las personas
nombradas ha sido condenada. Pero
la mayoría estuvo en la cárcel, fue es-
tigmatizado de guerrilleros en los me-
dios de comunicación masiva y no ha
recibido ninguna retractación para la re-
cuperación de su buen nombre.

Músicos

Pasajeros es un grupo musical creado en 1991 que trabajaba
con sectores marginales y con organizaciones sociales de
Antioquia. El 12 de junio de 2004,  los tres integrantes fueron
detenidos sindicados de concierto para terrorismo y rebelión,
acusación basada en declaraciones de siete informantes que
argumentaron que «su música esta cargada de ideología e
insta a participar en grupos armados». Los músicos salieron en
libertad después de 173 días de reclusión, tras  comprobar que
las denuncias no tenían ningún fundamento. Sin embargo, se-
gún su abogado, los intentos de persecuciones judiciales no
cesaron y por esta razón los tres integrantes decidieron exiliarse.

Académicos

El profesor universitario Alfredo Correa de Andreis fue
asesinado por dos pistoleros a sueldo el 17 de septiem-
bre de 2004, en Barranquilla. Tres meses antes, Correa
había sido detenido acusado de rebelión. Correa quedó
en libertad tras varias semanas en la cárcel, después de
que su abogado demostró que las declaraciones de los
testigos habían sido utilizadas anteriormente en contra de
otra persona. Una semana antes de su muerte, Correa
había presentado un estudio sobre la crisis de derechos
humanos y la falta de seguridad que afectaba los despla-
zados de los departamentos de Atlántico y Bolívar.



5ColomPBIa 2008

«Lo que se busca con estos montajes
   judiciales, basados en acusaciones
   infundadas, es generar una crimi-

nalización de la acción social». Estas son
palabras de Agustín Jiménez, presidente
de la Fundación Comité de Solidaridad con
los Presos Políticos, quien ha conocido
de cerca los efectos de montajes judicia-

les contra integrantes de su organización.
A continuación serán presentados los ca-
sos de la Comisión Intereclesial Justicia y
Paz, de la Corporación Jurídica Libertad y
de la Fundación Comité de Solidaridad con
los Presos Políticos, tres organizaciones
colombianas acompañadas por PBI que,
cada una con su enfoque, son voces de

la sociedad civil que reclaman el respeto
a los derechos humanos. Con base en es-
tos casos ejemplares, se identifican las
características comunes de montajes ju-
diciales y sus repercusiones en las per-
sonas afectadas y sus organizaciones o
comunidades.

La Iglesia

En el departamento de Tolima, la Fiscalía llamó a juicio en
2003 a Monseñor José Luis Serna por su presunta colabora-
ción con grupos guerrilleros, cuando trabajó como Obispo de
la Diócesis de Líbano y Honda. Los testigos, en este caso,
eran ex guerrilleros del Ejército de Liberación Nacional (ELN),
que acusaban al religioso de haber coordinado secuestros y
los pagos por las liberaciones. Sin embargo, varias contra-
dicciones minaron la veracidad de esos testimonios. Poste-
riormente quedó al descubierto que un agente del Grupos de
Acción Unificada por la Libertad Personal (GAULA) había
entregado una lista para que los reinsertados acusaran de
rebelión a las personas nombradas, incluyendo a Monseñor
Serna, a cambio de beneficios financieros.

1 Resolución inhibitoria: archivo del caso por no hallar mérito para abrir investigación formal.
2 “Proceso 1701 –Inhibidos de los cargos de rebelión integrantes de Justicia y Paz”, Informe ejecutivo 12 de CIJP, 12 de febrero 2005.
3 “Presiones militares y amenazas a un nuevo proceso judicial contra Justicia y Paz”, Informe Ejecutivo 13 de CIJP, 21 de febrero 2005.
4 “Los defensores de derechos humanos frente a la política de seguridad”, Federación Internacional de Derechos Humanos, 13 de abril de 2004.

LA UTILIZACIÓN DEL APARATO JUDICIAL PARA OBSTACULIZAR
EL TRABAJO EN PRO DE LOS DERECHOS HUMANOS

Comisión Intereclesial Justicia y Paz (CIJP)

CIJP acompaña a víctimas de viola-
ciones de derechos humanos y
particularmente a comunidades de

población desplazada que habitan en zo-
nas humanitarias y zonas de biodiver-
sidad. En mayo de 2003, la Fiscalía General
de la Nación abrió una investigación preli-
minar en contra de cinco miembros de CIJP.
Los cargos endilgados fueron rebelión,
concierto para delinquir como integrantes
de las Fuerzas Armadas Revolucionarias
de Colombia (FARC) y haber ordenado
asesinatos y desapariciones. En una rue-
da de prensa en agosto de 2003, convoca-
da por el entonces Comandante General
de las Fuerzas Armadas, los investigados
fueron señalados como responsables de
corrupción y vínculos con las FARC.
Sin embargo, a principios de 2005, la
Fiscalía dictó resolución inhibitoria1 al de-
terminar que los elementos probatorios
estaban basados en falsos testimonios2.

La Fiscalía abrió en 2004 �paralela-
mente al proceso anterior� otro proceso
judicial en el cual estaban involucradas
más de  15 personas de las Zonas Huma-
nitarias de Curbaradó y Jiguamiandó
(Chocó). Varios de los miembros de CIJP,
ya investigados en el caso mencionado

anteriormente, volvieron a ser implicados
mediante falsos testimonios en este pro-
ceso. Sólo en 2006 los investigados se
enteraron del caso en su contra.

Ambos casos se basaron en declara-
ciones de los mismos testigos, refutadas
por su falsedad, y trataban de los mismos
hechos: los procesos de organización
comunitaria, asesorados por CIJP, de las
comunidades que hace 10 años fueron
desplazadas de las cuencas de Cacarica,
Jiguamiandó y Curbaradó.

A la Fiscalía General llegó un tercer
caso contra CIJP y miembros de los con-

sejos comunitarios de las mismas comuni-
dades en el que más de 20 personas tenían
orden de captura en su contra, y en febre-
ro de 2005, CIJP tuvo conocimiento de otra
denuncia penal en la Fiscalía de Ríosucio
en la que se investigó nuevamente a va-
rios miembros de CIJP, a coordinadores
de las comunidades del Jiguamiandó y
Cacarica y acompañantes internacionales3.

Los procesos contra CIJP son una
muestra clara de la arbitrariedad con la que
se producen muchos casos judiciales. En
las diferentes investigaciones se utilizó el
mismo material probatorio que había sido
descartado en el primer caso que fue de-
clarado inhibitorio, lo que constituye un
incumplimiento del llamado principio de la
racionabilidad. Por último, las declaracio-
nes hechas durante la rueda de prensa
organizada por el Comandante General
contribuyeron, como lo escribe la Federa-
ción Internacional de Derechos Humanos
en su informe anual 2003, «a la estig-
matización   y al desprestigio de esta aso-
ciación»4, y constituye una violación de
las directivas presidencial 07 y ministerial
09 que prohíben a funcionarios públicos
emitir declaraciones que estigmaticen la
labor de organizaciones de derechos hu-
manos. «Es evidente que los señalamien-
tos por parte de funcionarios públicos tie-
nen consecuencias en los procesos de
judicialización porque son parte de la
estrategia», afirma Abilio Peña, de CIJP.

Mineros y campesinos

Teófilo Acuña, presidente de la  Federación
Agrominera del Sur de Bolívar, fue detenido
durante 10 días en abril de 2007, acusado de
ser miembro del ELN, por miembros del Bata-
llón Nueva Granada del Ejército Nacional, quie-
nes irrumpieron violentamente en la sede de la
Federación. Acuña desempeñaba un importan-
te papel en la defensa de los recursos naturales
de su región. Acuña recuperó su libertad, des-
pués de que el Fiscal que conducía el caso no
encontró elementos para mantenerlo encarce-
lado. No obstante, el caso sigue abierto.

Organizaciones de derechos humanos

La sede de la Fundación Sumapaz, una organiza-
ción de derechos humanos de Medellín, fue allana-
da en marzo 2005, con la intención de buscar prue-
bas para establecer vínculos entre la organización
y el grupo insurgente Ejército Revolucionario del
Pueblo (ERP). Horas antes del allanamiento, Ale-
jandro Quincena, miembro de Sumapaz, fue captu-
rado bajo la acusación de ser integrante del ERP.
Quincena estuvo detenido seis meses y otros tres
en prisión domiciliaria hasta que su caso precluyó,
al demostrarse la contradicción entre los testimo-
nios en su contra y las pruebas presentadas por los
organismos de seguridad del Estado.

Colombia

Los habitantes de zonas remotas de Colombia, como los inte-
grantes de las comunidades de Cacarica, Curbaradó y
Jiguamiandó, también tuvieron que defenderse de montajes
judiciales. (© Jorge Mata/Surimages)
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CJL se dedica a la investigación y
denuncia de violaciones de dere-
chos humanos y durante los últi-

mos años se ha enfocado en el tema de
ejecuciones extrajudiciales. La Coordina-
ción Colombia Europa Estados Unidos y
el Colectivo de Derechos Humanos Semi-
llas de Libertad publicaron en mayo de
2007 el informe Ejecuciones Extraju-
diciales: Caso Oriente Antioqueño que
se basa fundamentalmente en la documen-
tación de CJL y que denuncia a miembros
de la IV Brigada del Ejército como res-
ponsables de 110 homicidios. El enton-
ces comandante de esta Brigada calificó
esta publicación como «parte de la gue-
rra política y jurídica» que adelantan las
ONG contra el Ejército5.

En ese contexto, CJL pudo constatar
que desde noviembre de 2006 existía una
investigación penal en contra del aboga-
do de la Corporación, Elkin Ramírez, por
el delito de rebelión. Sin embargo, en

una reunión conjunta, convocada por
OACNUDH en febrero de 2007 para acla-
rar la situación jurídica de los abogados
de CJL, miembros del aparato judicial y
de la fuerza pública no confirmaron la exis-
tencia de un proceso penal contra inte-
grantes de esta organización.

Ya en 2005 se formuló una denuncia
en contra de Ramírez y otros por el delito
de calumnia, denuncia motivada por los
diferentes informes presentados por este
abogado ante la Corte Interamericana de
Derechos Humanos. El caso tuvo que ce-
rrarse después de que se comprobó que
no existía conducta  penal alguna6. Otro
abogado de CJL, Bayron Góngora, fue
también objeto de un posible intento de
montaje judicial. CJL denunció que en
agosto de 2006 personal de la Policía Me-
tropolitana del Valle de Aburrá (Antioquia)
había realizado visitas a presos en varias
cárceles con el objetivo de «invitarles», a
cambio de beneficios jurídicos y econó-

micos, a denunciar a Góngora como inte-
grante de una organización guerrillera7.

En el caso contra CJL, al no revelar la
existencia de un proceso judicial se obsta-
culizó el ejercicio de la defensa. Al igual
que en el caso de CIJP, el material probato-
rio incluía falsos testimonios y el proceso
coincidía con otros señalamientos públi-
cos por parte de oficiales del Ejército.

Organizaciones campesinas

Seis miembros de la Asociación Campesina del Valle del Río Cimi-
tarra (ACVC) se encuentran recluidos en una cárcel de alta seguridad
en Bucaramanga, todos acusados de rebelión. Cuatro de ellos están
en la prisión desde septiembre, esperando la conclusión de las
investigaciones preliminares. Además, la Asociación tiene conoci-
miento de otras cinco órdenes de captura contra sus líderes campe-
sinos, lo que implica que toda su antigua junta directiva se encuentra
en este momento en prisión o bajo la amenaza de encarcelamiento.
Esta detención se suma a otros ataques contra los miembros de la
organización, así como los pobladores del valle del río Cimitarra, que
en la última década han sido víctimas de asesinatos, amenazas,
detenciones arbitrarias, desplazamientos, desapariciones, torturas,
quema de viviendas y bloqueos alimentarios y sanitarios.

Corporación Jurídica Libertad (CJL)

Fundación Comité de Solidaridad con los Presos Políticos (FCSPP)

Como coordinador de la seccional
de FCSPP en Bucaramanga,
Gabriel González se dedicaba a la

documentación y denuncia de violacio-
nes de derechos humanos, en particular
de los derechos de la población peniten-
ciaria. En julio de 2005 hizo una denuncia
por amenazas, seguimientos y hostiga-
mientos ante la Fiscalía General de la Na-
ción. Sin embargo, su situación se agra-
vó tanto que tuvo que desplazarse a Bo-
gotá. La Cancillería, la Vicepresidencia
y el Ministerio del Interior otorgaron un
refuerzo de su esquema de seguridad.

Estas fueron las circunstancias en las
que González fue detenido en enero del
2006, bajo la acusación de rebelión, caso
basado en los testimonios de dos perso-
nas reinsertadas y los informes de inteli-
gencia del Cuerpo Técnico de Investiga-

Organizaciones juveniles

La abogada Claudia Montoya ha estado
vinculada desde 2002 a la Red Juvenil de
Medellín, una organización antimilitarista y
no violenta. Fue detenida en octubre de
2006 por rebelión, acusación basada en
testimonios de reinsertados que la señala-
ban como miembro de la guerrilla. Fue
recluida durante 49 días y estuvo 30 días
más en detención domiciliaria. En enero
de 2007, la Fiscalía emitió una resolución
de preclusión de la investigación y
Montoya fue completamente exonerada.

ción (CTI) de la Fiscalía. Uno de los testi-
gos hizo una declaración llena de contra-
dicciones, el otro se había presentado en
una oficina de FCSPP denunciando que,
bajo amenazas por parte de la policía y del
CTI, había sido obligado a testificar en
contra de González. Los informes de inteli-
gencia señalaron al acusado de pertene-
cer a las FARC, pero no mencionaban nin-
guna fuente que respaldara tal acusación8.

La detención de González fue excesi-
vamente prolongada: sólo un año y tres
meses después de su aprehensión, fue
dejado en libertad en cumplimiento con la
sentencia absolutoria proferida en prime-

El abogado Elkin Ramírez, de la Corporación Jurídica Liber-
tad, representa apenas un caso de defensores de derechos
humanos que tiene que dedicar tiempo y recursos para de-
fender su labor ante la justicia

Colombia

Príncipe Gabriel González, de FCSPP, y su esposa Banessa
Estrada Martínez, celebrando la salida de la cárcel des-
pués de un año y tres meses después de su detención

ra instancia por el Juzgado Penal de Buca-
ramanga9. Sin embargo, él y sus colegas
temen por su seguridad e integridad físi-
ca y psicológica tras los señalamientos
sufridos, dado que no hubo ningún tipo

5 “Combinación de todas las formas de guerra contra la Corporación Jurídica Libertada”, CJL – Denuncia Pública, Medellín, mayo 28 de 2007.
6 Ibídem.
7 “Denuncia pública”, Corporación Jurídica Libertad, 18 de Agosto de 2006.
8 “Informe anual 2005”, Amnistía Internacional, 2005.
9 “El Observatorio - Boletín Nª 42, COL 001/0106/OBS 004.1”, El Observatorio para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos, 12 de abril de 2007.
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de reparación pública de su buen nom-
bre. Cabe mencionar que su denuncia de
julio de 2005 por amenazas, hasta ahora,
queda sin resolver10.

En su reciente historia, FCSPP ha su-
frido similares casos de judicialización y
detención prolongada. Yolanda Amaya
fue detenida durante dos años y medio
hasta que finalmente fue decretada su ino-
cencia.

En 2004, un informe de inteligencia del
ejército sindicaba a José Humberto Torres
Díaz de pertenecer a un grupo insurgente.
Se abrió una investigación, pero ésta fue
cerrada por falta de pruebas. Sin embargo,
los señalamientos que implicaba la investi-
gación provocaron hostigamientos por par-

Comunidades

En 2003 miembros de la Comunidad de Autodetermi-
nación, Vida y Dignidad, de Cacarica (CAVIDA) (Cho-
có) y cinco integrantes de la Comisión Intereclesial de
Justicia y Paz tuvieron conocimiento de un caso judi-
cial en su contra, durante una rueda de prensa convo-
cada por el entonces comandante general de las Fuer-
zas Armadas. En esta ocasión se presentaron falsas
acusaciones de vínculos entre la ONG, CAVIDA y la
guerrilla y desvío de fondos. Esta información fue am-
pliamente divulgada en los medios de comunicación,
pero en 2005 la Fiscalía General de la Nación debió
emitir resolución inhibitoria frente al caso ya que no
encontró pruebas que fundamenten las acusaciones.

Lo destacable del caso de FCSPP es
que se abrieron investigaciones judicia-
les y se dictaron órdenes de captura ba-
sadas en pruebas montadas y contradic-
torias que resultaron en la detención pro-
longada de los acusados. Estas actua-
ciones pueden constituir una violación
a la presunción de inocencia, tal como lo
señala la CIDH11. Además, esta institu-
ción recomienda: que «los Estados de-
ben garantizar que ninguna defensora o
defensor será sometido a detención o en-
carcelamiento por causas y métodos que
�aún calificados de legales� puedan re-
putarse como incompatibles con el res-
peto a los derechos fundamentales del
individuo»12.

Colombia

Iván Cepeda, uno de los voceros del Movimiento de Vícti-
mas, durante la audiencia organizada en San Onofre

10 “Colombia´s Human Rights Defenders in Danger, Case Studies of
Unfounded Criminal Investigations against Human Rights
Defenders”, Human Rights First, Septiembre 2007.

11 “El Debido Proceso en las decisiones de los órganos de control
constitucional de Colombia, Perú y Bolivia”, Comisión Andina de
Juristas, http://www.cajpe.org.pe/guia/debi.htm

12 “Informe sobre la situación de los defensores de Derechos Huma-
nos en las Americas: OEA/Ser.L/V/II.124; Doc. 5 rev. 1”, Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, 7 de marzo 2006.

La ubicación de los casos de montajes judiciales
publicados en este boletín

Patrón de irregularidades

Como estos casos ejemplares exis-
ten muchos más. En una entrevista
con PBI, Reinaldo Villalba, miem-

bro del Colectivo de Abogados José Al-
vear Restrepo (CCAJAR) mencionó que
«en los 25 años de su existencia, el Colec-
tivo ha llevado miles de casos de monta-
jes judiciales contra líderes populares, re-
presentantes de comunidades y de orga-
nizaciones sociales». La mayoría de los
casos representaban las mismas irregula-
ridades que los tres casos mencionados:
falsos testimonios de testigos pagados o
reinsertados, obstrucción del acceso a la
defensa, pruebas manipuladas, informes
de inteligencia sin fuentes y otras.

Es un contraste observar que, ante las
limitaciones en capacidad de la Fiscalía, los
casos de denuncias de violaciones de de-
rechos humanos permanecen estancados
durante años, mientras que se inicien con
mayor agilidad investigaciones contra los
defensores. «Hay un desequilibrio claro en
la forma con la que actúan los fiscales cuan-
do se trata de investigar a personas acusa-
das de vínculos con paramilitares  y a quie-
nes los acusan», cuenta Iván Cepeda, uno
de los voceros del Movimiento de Vícti-
mas, cuando explica el caso de calumnia

que tuvo en su contra, después de haber
presentado públicamente una denuncia
contra un congresista por tener vínculos
con paramilitares y conspirar para asesinar
a un miembro del partido Polo Democráti-
co. «Es evidente el desequilibrio en el de-
sarrollo de los procesos. El principio de la
justicia, de la independencia no se está apli-
cando. Donde fuera independiente y neu-
tral los procesos tendrían que ser investi-
gados de la misma manera», comenta Peña
de CIJP, comparando las investigaciones
abiertas contra su organización y las de-
nuncias realizadas por la ONG hace más de
10 años y que siguen en la impunidad.

En varias ocasiones, los montajes ju-
diciales coinciden con señalamientos por
parte de servidores públicos. Estos seña-
lamientos y las judicializaciones anteriores
o posteriores casi siempre ocurren después
de que la persona judicializada ha hecho
un trabajo de denuncia que cuestiona ac-
tuaciones de actores estatales y critica la
forma con la que se busca defender algu-
nos intereses económicos o políticos. Así
lo afirma también Cepeda, cuando cuenta
las dificultades a las que se tiene que en-
frentar el Movimiento de Víctimas en Co-
lombia: «Hay un intento por silenciar las
investigaciones y los procesos de búsque-
da de verdad del Movimiento».

Las consecuencias para defensores y
defensoras de derechos humanos, vícti-
mas de montajes judiciales, son múltiples:
miedo, autocensura, pérdida de recursos
económicos, paralización del trabajo, pér-
dida de confianza y apoyo, peligro para la
integridad física, ruptura de redes sociales
por desconfianza y miedo, entre otros.

En el caso de comunidades de pobla-
ción desplazada, los montajes judiciales
tienen aún más impacto. Peña, de CIJP, se-
ñala que las comunidades manejan el mie-

do de otra forma ya que no han procesado
los motivos de los montajes y necesitan más
tiempo «para que se conciencien de cuáles
son las implicaciones de actuaciones en de-
recho». De igual forma, menciona el aisla-
miento de la comunidad y el riesgo físico
que implican montajes judiciales para estas
personas que viven en zonas altamente mi-
litarizadas y donde corren un alto riesgo de
ser capturados y detenidos arbitrariamen-
te, lo que puede llevar en la práctica a un
confinamiento de las comunidades.

En gran parte, las consecuencias de
montajes judiciales basados en acusacio-
nes infundadas son similares a las que
resultan de otras modalidades de repre-
sión, y analizando quienes son las perso-
nas afectadas, se puede considerar que
los montajes judiciales en contra de de-
fensores de derechos humanos «forman
parte de una estrategia para silenciar a
los defensores de los derechos huma-
nos», tal como lo afirma Hina Jilani, Re-
presentante Especial para los Defenso-
res de los Derechos Humanos del la ONU.

te de grupos paramilitares y Torres Díaz tuve
que exiliarse a España durante seis meses.



8 ColomPBIa 2008

¿Actualmente hay un proceso judicial
abierto en contra de usted y su hijo?
¿Nos puede contar más sobre esto?
Sí, hay un proceso judicial abierto. Es la-
mentable y triste, porque uno está traba-
jando honradamente, luchando para que
se cumplan los derechos fundamentales
de los trabajadores campesinos en las fin-
cas y la parte empresarial está buscando
medios para complicar nuestro trabajo. En
noviembre del 2005, yo y mi hijo compra-
mos café al señor Eduardo Chalet del ca-
serío Las Estrellas. Mientras estábamos
transportando el café, la policía y el inter-
ventor de la Finca Las Delicias, una de las
fincas que colinda con el caserío nos arres-
taron, alegando que el café era de esta
finca. La parte empresarial de Las Delicias
nos acusa de hurto, evasión y coacción.

¿Existe alguna sentencia condenatoria?
Una sentencia condenatoria hasta ahora no
se ha dado en contra de nosotros. Hubo
una investigación de seis meses, durante la
cual, tuvimos que firmar cada dos semanas
un libro en el juzgado de paz de San Pablo.
Luego, en junio de este año, tuvimos la au-
diencia y el señor juez dictó a nuestro favor.
Dijo que no había pruebas suficientes, es
decir, legalmente era falso de lo que nos es-
taba acusando la empresa. Pero luego se
llevó el caso a la corte de apelaciones en
Quetzaltenango. En julio, los jueces revo-
caron y se dio un plazo de seis  meses para
investigar las pruebas otra vez.

¿Cree usted que su caso legal está
vinculado con su trabajo en el MTC?
Sí. Estoy capacitando a los campesinos
en sus derechos laborales para que pue-
dan reivindicar sus derechos delante de
los empresarios de las fincas. En el caso
concreto de la comunidad de la finca Las
Delicias, por ejemplo, el MTC está aseso-
rando a 26 familias campesinas en su lu-
cha por sus derechos laborales y el pago
de sus sueldos, que les adeuda la propie-
taria desde 2001.

¿Ha sufrido intimidaciones o amenazas
a consecuencia de su trabajo?
He tenido amenazas e intimidaciones en
contra de mi persona, pero también en con-
tra de mi familia. Unos hombres armados
fueron a buscarme en unos terrenos de mi
tío en San Pablo. Cuando se abrió el caso en
contra de mí y mi hijo a finales de 2005, tam-
bién escuchamos rumores que sería más fácil
matarme que ponerme en un caso judicial,
que es mucho más costoso y largo.

Hemos observado carros que vienen a pa-
rarse en frente de nuestra casa para vigi-
larnos. Algunas veces las personas en los
carros están armadas.

¿Ha recibido más amenazas a raíz
del proceso judicial?
Sí., En la audiencia en junio  había dos ca-
mionetas enfrente de la casa con hombres
armados. Esto para mí es una clara señal
de intimidación. Y cuando estábamos en el
juzgado el empresario llevaba sus guarda-
espaldas allí, sin exageración, unas diez
personas bien armadas. Fue intimidante no
sólo para mí sino también para mi familia y
mis compañeros de trabajo.

También hay amenazas indirectas hacía el
trabajo del MTC, difamación y rumores en
contra de mí y otros compañeros, y rumo-
res que habrá desalojos forzados en fincas
en las cuales los campesinos tomaron la
tierra para reivindicar sus derechos.

¿Cómo este caso afecta a su vida privada
y en el ámbito laboral?
Es un tipo de calvario, porque uno sabe
que los familiares sufren y uno tiene que
apoyarlos, pero las fuerzas están limita-
das. Con las intimidaciones, hay miedo
que nos pueda pasar algo y ahora con
este proceso judicial son muchas preocu-
paciones que afectan a mi familia, sobre
todo a mi hijo Antonio, que está en una
situación de incertidumbre por su futuro.

Por supuesto todas estas preocupacio-
nes afectan de igual manera al sistema la-

boral. Tener que ir a firmar en el juzgado
de paz ya limita  el manejo del tiempo, y
uno tiene que tener mucho cuidado con
la situación de seguridad. En este momen-
to estamos recibiendo el acompañamien-
to de PBI, que solicitamos después del
inicio del proceso legal. Este acompaña-
miento nos da un fortalecimiento y nos
ayuda a seguir con nuestro trabajo. Y gra-
cias a Dios, al nivel espiritual, estamos
fuertes también.

¿Usted sabe de otros casos de acusaciones
judiciales contra defensores en
Guatemala?
Hay compañeros que tienen acusaciones
judiciales, pero en este momento me gus-
taría sobre todo mencionar a tres compa-
ñeros del MTC que tienen problemas de
seguridad por sus luchas por una vida
más digna en comunidades de San Mar-
cos. José Ramo y Luciano Ramírez reci-
ben amenazas por la defensa de sus dere-
chos laborales, y José Manuel Morales
está amenazado por su lucha en la defen-
sa de los recursos naturales en la región
de San Rafael, donde hay un proyecto de
construcción de una hidroeléctrica.

El pasado 15 de noviembre los cam-
pesinos de la Finca Las Delicias, a
los cuales Archila había asesorado
para lograr el pago de su trabajo y
prestaciones pendientes, finalmente
llegaron a un acuerdo con la propie-
taria, donde se pactó el pago de
500,000 quetzales (equivalente a
66.000 dólares). Asimismo la propie-
taria prometió retirar las acusacio-
nes contra Archila y su hijo. Final-
mente los campesinos lograron com-
prar una nueva finca en enero de
2008 y están en el proceso de cons-
truir su nueva comunidad. Hasta el
cierre de esta edición, la promesa de
retirar las acusaciones contra Archila
aún no se había cumplido.

Guatemala

E l Proyecto Guatemala de PBI  acompaña a Julio Archila, cofundador y
promotor jurídico del Movimiento de Trabajadores Campesinos (MTC).
Este movimiento  reúne  asociaciones de comunidades campesinas que tra-

bajan en la defensa de sus derechos laborales. Desde 2005, Archila  y su familia
han sufrido varias intimidaciones y amenazas por su lucha por los derechos de
los campesinos. En 2007 Archila fue acusado de hurto, evasión y coacción,  en un
caso donde podría ser condenado hasta 40 años de cárcel, aunque el valor del
café supuestamente robado no sobrepasaba los 200 dólares.Julio Archila y su hijo, acompañados por una voluntaria de PBI,

durante su juzgado

MONTAJES JUDICIALES
AFECTAN A LOS CAMPESINOS
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México

EL ESTADO DE GUERRERO: EJEMPLO EMBLEMÁTICO

El Proyecto México de PBI realiza des
de 2001 tareas de acompañamiento
en el estado de Guerrero. Este esta-

do ha sido señalado como un ejemplo pa-
radigmático de la situación en la que vi-
ven y trabajan defensores de derechos
humanos y líderes de movimientos socia-
les, víctimas de descalificaciones, amena-
zas, intimidaciones, persecuciones y
judicializaciones por parte de las autori-
dades que tienen como objetivo sancio-
nar, obstruir o impedir su trabajo en pro
de los derechos humanos1. Especialmen-
te durante 2007, las organizaciones so-
ciales y de derechos humanos han de-
nunciado la falta de diálogo por parte del
Gobierno estatal para responder a los con-
flictos y las demandas sociales2. Señalan
que la represión y la utilización de los
aparatos de justicia no resuelven los pro-
blemas de fondo sino los agravan.

La Oficina de la Alta Comisionada de
Naciones Unidas para los Derechos Hu-
manos (OACNUDH) en México señaló en
2003 la necesidad de reformar el sistema
de justicia mexicano porque �la ausencia
de un debido proceso en México [...] per-
mite que se pueda apresar a las personas
por motivos políticos, atribuyéndoles
delitos ordinarios�3. La falta de diálogo
ha incitado a las organizaciones a empren-
der acciones como la toma de espacios
públicos o el bloqueo de carreteras para
ser escuchadas. El Centro de Derechos
Humanos de la Montaña Tlachinollan
denuncia que �las instituciones públicas,
tales como la Procuraduría General de Jus-
ticia del Estado, que cuando se trata de
aplicar la ley a los luchadores sociales
actúan motivadas por criterios evidente-
mente políticos�4.

Una muestra de esta situación es el
caso de José Manuel Olivares Hernández,
director del Centro Regional de Derechos
Humanos José María Morelos y Pavón y
reconocido defensor, detenido el 8 de
noviembre de 2007, mientras documenta-
ba los abusos policiales durante una pro-
testa social del Consejo Ciudadano de
Chilapa. El síndico municipal dio la orden
de detención: �detengan a ese cabrón
que nos está ocasionando problemas�.
Olivares Hernández argumentó en vano
que sólo efectuaba su labor de defensor
de derechos humanos y que él no estaba
participando en los bloqueos. Los mani-
festantes fueron golpeados y 15 de ellos
arrestados. Aunque el día siguiente fue-
ron liberados bajo fianza, Olivares Her-

nández tuvo para pagar un monto más
elevado a pesar de ser acusado de los
mismos delitos.

Este no es un caso aislado. También
los movimientos que reclaman el respeto
a la población indígena han sido afecta-
dos por las detenciones arbitrarias en el
estado de Guerrero, como ilustran los si-
guientes casos:

David Valtierra Arango, de la Radio
indígena Ñomndaa, del municipio de
Xochistlahuaca, fue detenido acusado de
privación ilegal de libertad en agosto de
20045. En octubre de 2005, Cirino Plácido
Valerio, fundador y consejero de la Coor-
dinadora Regional de Autoridades Comu-
nitarias, una clase de Policía Comunitaria,
fue detenido bajo la misma acusación y
otros cargos de abuso de autoridad y
usurpación de funciones6. Ambos fueron
puestos en libertad bajo fianza7. Estas or-
ganizaciones piensan que sus miembros
son criminalizados por ejercer el derecho
a la libertad de expresión a través de la
radio, y aplicar sus sistemas normativos

propios para impartir justicia en sus co-
munidades.

En octubre de 2007, Cándido Félix San-
tiago, dirigente del Consejo Regional para
el Desarrollo de los Pueblos Me�phaa fue
detenido y acusado de ataques a las vías
de comunicación8. Santiago lideraba mo-
vilizaciones para exigir que se cumplan los
acuerdos ya firmados con el Gobierno so-
bre la educación de los Pueblos Me�phaa
en su propia lengua. Este encarcelamiento
representa su cuarta detención en 2007.

Por último, en abril fue detenido
Rodolfo Chávez Galindo, uno de los inte-
grantes del Consejo de Ejidos y Pueblos
Opositores a La Parota (CECOP), una re-
presa hidroeléctrica prevista para ser
construida en el estado de Guerrero. La
policía se valió de una orden judicial que
había sido anulada en 2004 para detener-
lo. Las organizaciones de derechos hu-
manos locales consiguieron que Chávez
quedara en libertad ese mismo día, hacien-
do hincapié en que su detención ilegal
había tenido motivaciones políticas9.

1 Red Nacional de Organismos Civiles de Derechos Humanos Todos los Derechos para Todos, Campaña de desprestigio contra defensores de
derechos humanos en el estado de Guerrero, 23 de septiembre de 2004.

2 Centro de Derechos Humanos de la Montaña Tlachinollan, Consejo Ciudadano de Chilapa, Consejo de Ejidos y Comunidades Opositores a la Parota,
Autoridades Comunitarias de Carrizalillo, Consejo Regional para el Desarrollo de los Pueblos Me´phaa de la variante Bathaa, Centro Regional de Derechos
Humanos José María Morelos y Pavón, La represión y el encarcelamiento como método de atención a los conflictos, 12 de noviembre de 2007.

3 OACNUDH, Diagnóstico sobre la situación de los Derechos Humanos en México, diciembre de 2003, p.11.
4 Centro de Derechos Humanos de la Montaña Tlachinollan, cit.
5 Tlachinollan, Acción Urgente, 10 de agosto de 2007.
6 La Jornada Guerrero, 14 de octubre de 2007.
7 El Sur, 13 de agosto y 16 de octubre de 2007.
8 Tlachinollan, Boletín de prensa, 19 de octubre de 2007.
9 Amnistía Internacional, Acción Urgente, Índice AI: AMR 41/019/2007, 2 de mayo de 2007.

Mapa del estado de Guerrero, México
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LA PRESIÓN JUDICIAL GENERA DAÑOS PSICOLÓGICOS

La Corporación AVRE realiza desde 1992 un trabajo interdisciplinario psicosocial y en salud mental fundamentado en los
derechos humanos en Colombia. En esta entrevista, tres profesionales de la organización explican que los impactos
psicosociales causados por montajes judiciales no sólo afectan a la víctima, sino a todo su entorno organizativo, familiar

y social; impactos que se asemejan a los de la tortura psicológica y que tienen una intencionalidad clara de quebrar a las
personas, minar la oposición y romper el tejido social y comunitario.

Efectos psicosociales

Desde su labor de atención a víctimas
de violencia política, ¿ustedes han
tenido experiencia en trabajar con
personas o comunidades afectadas
por montajes judiciales?
Sí, a nivel individual ofrecemos consul-
tas clínicas aquí en Bogotá y en diferen-
tes lugares del país. Lo que observamos
es que no es únicamente un proceso de
montaje contra una sola persona sino una
serie de acciones hacia lo que ella repre-
senta. Son muchas otras acciones, judi-
ciales o no, que rodean el montaje judicial
incremento de la presencia militar en zo-
nas de influencia de la organización, au-
mento de estigmatización e intimidación,
seguimientos a familiares y actividades
de la organización.

¿Qué impactos psicosociales generan
estos procesos de montajes judiciales?
Es un hecho que toca absolutamente to-
das las áreas de la vida. Afecta a nivel per-
sonal y familiar y hasta en la misma socie-
dad se crea un malestar muy fuerte. Hemos
identificado un aumento de irritabilidad,
desconfianza, ira e indignación. A menudo
las personas no tienen donde depositar
estos sentimientos, lo que muchas veces
se devuelve contra ellos mismos o afecta
la interacción con sus familiares y amigos,
generando pesimismo, desesperanza y
desconfianza. Cuando un defensor de de-
rechos humanos pasa de ser acusador a
acusado se refuerzan esas manifestacio-
nes, lo que puede resultar en una pérdida
de confianza en uno mismo, una falta de
creencia en la sociedad y en la concepción
de justicia. Hay elementos que se aseme-
jan a la tortura psicológica, como la hiper-
vigilancia constante ante el temor de que
les puedan hacer daño, y que pueden lle-
gar a un punto de quiebre donde la perso-
na no vuelve a ser la misma que era antes.

¿Cuál sería el tiempo de duración
de estos impactos?
Los efectos pueden llegar a ser perma-
nentes, pueden producir heridas emocio-
nales si uno no reconoce lo que le está
pasando, y no toma medidas apropiadas.
Además, revivir los hechos, recibir llama-
das, ver personas desconocidas, saber
que tienen los datos de tus familiares, per-
petúan los impactos. Más aún cuando el
escenario de impunidad se mantiene.

¿Los montajes judiciales tienen efectos
también sobre los familiares de las per-
sonas directamente afectadas?
Claro, afecta todas las dinámicas intrafa-
miliares. Los jóvenes sufren de oleadas
de tristeza, de rabia, se ven limitados en
lo que es su vida futura.  Además al inte-
rior de la familia se genera también mucha
ambigüedad en torno a la figura de auto-
ridad. Se retoman viejos conflictos y, com-
binado con la angustia y el temor con res-
pecto al futuro del pariente judicializado,
el núcleo familiar queda debilitado.

Desde el punto de vista psicosocial,
¿qué efectos han provocado los
montajes judiciales en las
organizaciones?
El objetivo estratégico del Estado es �rom-
per la organización�. Los �montajes� anu-
lan la capacidad de respuesta porque no
le están amenazando a uno directamente,
no le están desapareciendo. Es mucho
más sutil. Estos procesos hacen que la
gente poco a poco se vaya paralizando, y
decida progresivamente desistir de lo que
venía haciendo. Lo que le sucede a los
líderes judicializados o privados de liber-
tad, trasciende a otras instancias de la mis-
ma comunidad, creando un clima de zozo-
bra e incertidumbre y provocando que la
comunidad se repliegue en sus acciones.

Los miembros de la organización temen
que a ellos también les ocurra lo que ocu-
rrió a los líderes. Se vive desde lo colecti-
vo también la desesperanza.

¿Estos impactos son intencionales
o colaterales?
El impacto va con la intencionalidad de
permearlo todo: lo individual, lo familiar y
lo colectivo. Los tres niveles están bien
relacionados, y hay una intencionalidad
clara: si hay un daño en lo individual tie-
ne consecuencias en los otros ámbitos.
Si se logra minar la confianza en el ser
humano, en la familia, en lo organizativo,
se logra a su vez minar la oposición.

¿Cómo afecta este tipo de montajes
judiciales al imaginario de la sociedad
colombiana y qué consecuencia
puede tener eso?
La consecuencia es una polarización
palpable de la sociedad colombiana. Se
logra una estigmatización de los de-
fensores de derechos humanos que son
presentados como personas que entor-
pecen el desarrollo de la sociedad y que
merecen ser perseguidas. Esto genera
una parálisis en el desarrollo de proce-
sos ciudadanos, con impactos transge-
neracionales.

¿Cuál puede ser la función de un
trabajo psicosocial en este contexto?
Nuestro deber es descifrar la intenciona-
lidad oculta que hay detrás de estas ac-
ciones aparentemente erráticas. Es impor-
tante hacer un trabajo de apoyo integral
y de fortalecimiento individual, familiar y
organizacional para que estos efectos
perversos de los montajes judiciales no
logren su objetivo de fracturar y romper
el tejido social.

«La cárcel creó un rótulo que ha dificultado la relación
con personas conocidas y otras que fueron amigas,
puesto que algunos siempre quedan con la duda de
que efectivamente yo era la terrorista que la Fiscalía
decía. De otro lado, la exasperación cuando se habla
del tema y la auto prohibición de recordar momentos
tan dolorosos como el día en el que entré a la cárcel»,
Claudia Montoya, abogada de la Red Juvenil de Medellín.

«Es lógico imaginar las perturbaciones existenciales
para los lazos familiares que el hecho de la privación
de la libertad generó, dado que con la pérdida de mi

libertad al igual que el despliegue que se dio a la
noticia, genero un ambiente de zozobra, incertidum-
bre, angustias atravesadas por el estrés agudo, y lo
mas complejo, el señalamiento en algunos espacios
sociales de mi vida personal y familiar que malinter-
pretaron la situación y de entrada también me conde-
naron», Alejandro Quincena, defensor de derechos huma-
nos en Medellín.

«La mamá me llamaba angustiada, pensaba que era
injusto, que no valía la pena luchar por la gente, porque
lo único que se buscaba era problemas. La familia

estaba muy brava con Gabriel, por su posición radi-
cal, muy bravos con el FCSPP, realmente con mucha
desesperanza. Gabriel me decía que quería suicidar-
se, que se sentía muy solo, que estaba preocupado
por la situación dentro de la cárcel porque se decía que
los paramilitares entrarían y que iba a haber enfren-
tamientos. Yo lo que le decía era: «Usted tiene familia,
tiene un hijo, y esta situación no iba a durar toda la
vida». «Usted vale mucho, su trabajo vale y está en-
carcelado por una injusticia»», Banessa Estrada Martínez,
esposa de Gabriel González, coordinador de la seccional
Santander de FCSPP.
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Recomendaciones

Peace Brigades International reconoce que todo Estado demuestra su condición de Estado de Derecho cuando acusaciones en
contra de presuntos responsables de cometer actos criminales conducen a investigaciones judiciales en las que se respetan
las garantías del debido proceso.

Sin embargo PBI, a través de su labor de acompañamiento a defensores de derechos humanos y observación internacional, constata
con preocupación una continua serie de hostigamientos por medio de persecuciones judiciales contra defensores, tal como ha sido
presentado en esta publicación. PBI observa que los montajes judiciales contra defensores de derechos humanos obstaculizan el
trabajo de los defensores y organizaciones afectadas, cuestionan su legitimidad e incluso vulneran su seguridad e integridad.

Por consiguiente, PBI hace las siguientes recomendaciones a la comunidad internacional:

1 Recomendación número 8 (párrafo 135) del informe anual 2004 (sesión 61, febrero 2005), recomendación número 6 del informe anual 2005 (sesión 62, enero 2006, Anexo 1) y recomendación número 13 (párrafo 125) del
informe anual 2006 (marzo 2007) de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia.

1. Reiterar al Estado colombiano que respete la presunción de inocencia, que no
inicie procesos judiciales basados en informes de inteligencia no corroborados o
testimonios manipulados, y asegure el derecho a la defensa; que garantice que
ningún defensor sea sometido a detención o encarcelamiento por causas y méto-
dos, que aun siendo legales, puedan considerarse como incompatibles con el
respeto a los derechos fundamentales.

2. Estar atentos a los casos de investigaciones judiciales que se le presenten, dirigidas
contra defensores, principalmente cuando la base de dichas investigaciones sean las
mismas actividades de defensa de los derechos humanos. Bajo tales circunstancias,
podría sospecharse que las investigaciones están incentivadas por motivos políticos.

3. Instar al Estado colombiano, acorde con su compromiso internacional, a reco-
nocer y apoyar activamente a los defensores y la legitimidad de su labor y
proveer de un sistema de reparación integral, incluso moral, del defensor de
derechos humanos afectado.

4. Solicitar al Estado colombiano que implemente las repetidas recomendaciones de la
Oficina de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos1. En
concreto, la referida a la revisión de los archivos de inteligencia militar por parte de la
Procuraduría General de la Nación, a fin de excluir información infundada, errónea o
tendenciosa que incrimina o señala falsamente a defensores de derechos humanos.

5. Recordar a los altos funcionarios del Estado colombiano la validez de las directi-
vas presidencial 07 (1999) y ministerial 09 (2003) que prohíben a funcionarios del
Estado hacer señalamientos infundados en contra de defensores de derechos
humanos, e insistir que se desarrolle, desde las instituciones y altos cargos públi-
cos, una cultura de respaldo al servicio que brindan los defensores a la democra-
cia, como un importante mecanismo de control por parte de la sociedad civil.

6. Establecer indicadores que permitan a los Gobiernos y agencias de cooperación
desarrollar unos parámetros de certificación para condicionar la ayuda oficial al
desarrollo al cumplimiento de las garantías al debido proceso.




